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Comisión de Aplicación de Normas 
 

Fecha: 21 de mayo de 2021  

Los Gobiernos que figuran en la lista de casos individuales tienen la posibilidad, si así lo 
desean, de proporcionar información escrita a la Comisión. 

 Información sobre la aplicación de los convenios 
ratificados proporcionada por los Gobiernos  
en la lista de casos individuales 

Etiopía (ratificación: 1963) 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948 (núm. 87) 

El Gobierno ha proporcionado por escrito las siguientes informaciones. 

1. Artículo 2 del Convenio. Derecho de los trabajadores, sin ninguna distinción a 
constituir organizaciones. Docentes  

La Comisión tomó nota de una queja formulada por la Internacional de la Educación (IE), 
recibida el 20 de septiembre de 2019, que se refiere a la denegación del registro de la 
Asociación Nacional de Personal Docente (NTA).  

El Gobierno de la República Democrática Federal de Etiopía (FDRE, por sus siglas en 
inglés) desea informar con franqueza a la Comisión de la Conferencia en este caso que 
no hubo en absoluto una solicitud de registro presentada por la Asociación Nacional de 
Personal Docente (NTA) ante el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 

Por otro lado, la Asociación de Docentes de Etiopía (ETA), afiliada a la Internacional 
de la Educación (IE), integrada por más de 600 000 miembros, está legalmente 
registrada desde 1949 y opera normalmente en la promoción de los intereses y derechos 
de los docentes a diferentes niveles en el país. Por lo tanto, este caso puede considerarse 
un ejemplo de los progresos logrados en la aplicación del Convenio en la ley y en la 
práctica en Etiopía. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la observación presentada por la IE (recibida por la 
Comisión el 20 de septiembre de 2019), relativa a la denegación del registro de la NTA 
por parte del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de la FDRE, constituye una 
alegación sin fundamento.  

El Gobierno desearía aprovechar esta oportunidad para llamar la atención de la 
Comisión sobre el hecho de que la NTA, al igual que cualquier otra asociación (por 
ejemplo, ETA), puede registrarse en cualquier momento si así lo desea ante una 
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autoridad competente, siempre que cumpla con las legislaciones nacionales pertinentes 
por las que se rige dicho registro. 

2. Artículos 2, 3 y 4. Cuestiones legislativas.  Proclamación de las organizaciones de 
la sociedad civil (núm. 1113/2019) 

El Gobierno desearía elogiar a la Comisión por sus reconocimientos con respecto a 
los cambios significativos realizados en la recién promulgada Proclamación sobre las 
organizaciones de la sociedad civil núm. 1113/2019 que derogó la anterior Proclamación 
sobre las entidades benéficas y las sociedades, núm. 621/2009. 

Dicho esto, el Gobierno tomó debida nota de los comentarios de la Comisión sobre 
la sección 59, b) y 78, 5) de la nueva Proclamación núm. 1113/2019. A este respecto, el 
Gobierno desea señalar a la atención de la Comisión que la incorporación de los 
convenios internacionales (incluido el Convenio núm. 87), las normas y los estándares a 
la legislación nacional es un proceso complejo, ya que las circunstancias varían de un 
país a otro. 

En vista de esto, la FDRE promulgó recientemente la Proclamación sobre las 
organizaciones de la sociedad civil núm. 1113/2019, teniendo en cuenta la circunstancia 
del país con el objetivo principal de registrar y supervisar de cerca las organizaciones de 
la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales (ONG) que buscan participar 
en la movilización de recursos a nivel nacional e internacional con el fin de apoyar a los 
segmentos vulnerables y desfavorecidos de la población a través de proyectos y 
programas al nivel de las necesidades básicas.  

Por estas razones, el Gobierno de la Federación considera que las secciones 59, b) 
y 78, 5) de la Proclamación núm. 1113/2019 tienen como objetivo principal prevenir 
infracciones por parte de las organizaciones de la sociedad civil y las ONG y tomar las 
medidas necesarias sobre las organizaciones que incurren en conducta indebida y que 
participan en actividades que son contrarias a los derechos e intereses de sus 
beneficiarios en particular y a las normas sociales, los valores morales y las creencias de 
la sociedad en general.  

Dicho esto, el Gobierno está dispuesto y abierto a entablar un diálogo constructivo 
sobre estas cuestiones con las partes interesadas, incluidos los interlocutores sociales, y 
proporcionará información actualizada a la Comisión al respecto en su próxima 
memoria. 

3. Los funcionarios y empleados de la administración estatal 

Como ha señalado acertadamente la Comisión, con el fin de promover la buena 
gobernanza, la FDRE se ha comprometido seriamente a llevar a cabo una serie de 
reformas globales y profundas (incluida la reforma de la función pública) que abarcan 
las reformas de la administración y la función pública, la gestión del gasto público, la 
administración tributaria, la reforma de las empresas públicas y la reforma de las leyes 
y los órganos judiciales, así como su interacción con las instituciones sectoriales. En este 
sentido, el esfuerzo del Gobierno por llevar a cabo estas reformas, en colaboración con 
los socios de desarrollo y las partes interesadas, se encuentra en una fase favorable y 
prometedora, aunque se trata de un proceso complejo y laborioso. En este sentido, se 
ha desarrollado un Sistema de Evaluación y Calificación de puestos de trabajo (JEGS) para 
la administración pública (como parte de la reforma), que se encuentra en fase de 
prueba piloto. Se espera que el JEGS coloque a las personas adecuadas (funcionarios) en 
el lugar adecuado. El JEGS también pretende mejorar el sistema salarial. 
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Con esta información, el Gobierno facilitará en su próxima memoria los progresos 
realizados al respecto, teniendo en cuenta las observaciones y comentarios realizados 
por la Comisión. 

4. Proclamación del trabajo, núm. 1156/2019 

a) Trabajadores cubiertos 

El Gobierno tomó nota de las observaciones y comentarios de la Comisión en 
relación con determinadas categorías de trabajadores (trabajadores cuya relación 
laboral se deriva de un contrato celebrado con fines de crianza, tratamiento, prestación 
de cuidados, rehabilitación, educación, formación [siempre que no sea de aprendizaje]; 
contrato de servicio personal sin fines de lucro; empleados en puestos directivos, así 
como empleados de la administración del Estado; jueces y fiscales, que se rigen por leyes 
especiales). 

A tal efecto, el Gobierno, con la posible asistencia técnica de la OIT, llevará a cabo 
estudios en profundidad sobre el asunto en cuestión y entablará un diálogo eficaz y 
constructivo con los interlocutores sociales; y facilitará información a la Comisión sobre 
la evolución de la situación en su próxima memoria. 

b) Servicios esenciales 

El Gobierno desea elogiar a la Comisión por reconocer las medidas que ha adoptado 
(en consulta con los interlocutores sociales) para reducir al mínimo la lista de empresas 
(mientras se revisa la legislación laboral) que prestan servicios esenciales al público. 

Dicho esto, el Gobierno tomó nota de la observación de la Comisión con respecto a 
la supresión del transporte urbano por ferrocarril ligero de la lista de servicios 
esenciales. A este respecto, nos gustaría llamar la atención de la Comisión sobre el hecho 
de que el Gobierno está realizando esfuerzos al máximo para incorporar 
progresivamente el Convenio a la legislación y la práctica nacionales.  

En vista de lo anterior, el Gobierno entablará un diálogo constructivo con las partes 
interesadas y los interlocutores sociales en relación con la observación de la Comisión y 
proporcionará información actualizada sobre los resultados en su próxima memoria. 

c) Quórum necesario para una votación de huelga 

En cuanto al quórum requerido para una votación de huelga (artículo 158, 3, de la 
Proclamación del Trabajo, núm. 1156/2019), el Gobierno tomó nota de las observaciones 
y comentarios de la Comisión y desea ofrecer las siguientes explicaciones razonadas al 
respecto. 

Tal y como establece el apartado 3 del artículo 159 de la Proclamación, una moción 
de huelga tiene que ser apoyada por la mayoría de los trabajadores afectados por la 
misma en una reunión en la que estén presentes al menos dos tercios de los miembros 
de los sindicatos. Sin embargo, esto no significa que la decisión sobre la moción requiera 
una mayoría de dos tercios. Así, la intención del artículo 159, 3) es dar una oportunidad 
a la mayoría de los miembros asistentes para debatir sobre la cuestión. Sea como fuere 
la decisión, esta se adoptará por la mayoría de los dos tercios de trabajadores presentes 
en la reunión. Para aclarar la cuestión con un ejemplo concreto, supongamos que un 
sindicato tiene 100 miembros. Según el apartado 3 del artículo 159 de la Proclamación, 
para autorizar una resolución de huelga, será preciso que dos tercios de los miembros 
del sindicato (es decir, 67 miembros) asistan a la reunión y que la mayoría simple de los 
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asistentes voten a favor (es decir, 50 por ciento +1 de 67 ≈ 34); lo que en efecto supone 
un tercio del total de los miembros. Esperamos que este ejemplo aclare la intención del 
apartado 3 del artículo 159 de la Proclamación. 

d) Cancelación del registro (artículo 121, 1, c)) 

El Gobierno tomó debida nota de la observación de la Comisión con respecto a la 
cancelación del registro de una organización, tal como se estipula en el artículo 121, 1, c) 
de la Proclamación, y desea aclarar lo siguiente. 

Tal y como se establece en el artículo 121 de la Proclamación del Trabajo 
núm. 1156/2019, el Ministerio (es decir, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a nivel 
nacional) o la autoridad competente (es decir, las Oficinas de Trabajo y Asuntos Sociales 
en sus respectivas Regiones) podrán presentar ante el tribunal competente la anulación 
del certificado de registro de una asociación por cualquiera de los motivos previstos en 
el artículo 121, 1, a)-c). 

Cabe deducir de lo anterior que el Ministerio o la autoridad competente no tiene 
ningún mandato para revocar el certificado de registro de ninguna asociación, salvo que 
se haga por un motivo justificado (entre los especificados en el artículo 121, 1, a)-c)) 

Esperamos que esto aclare la preocupación de la Comisión y opinamos que el 
inciso c) del apartado 1 del artículo 121 es conforme al Convenio en cuestión. 

En conclusión, aun cuando el Gobierno se compromete a incorporar 
progresivamente las disposiciones del Convenio en la legislación y la práctica nacionales 
para garantizar su conformidad con estas, la FDRA espera con interés la asistencia 
técnica de la OIT a este respecto. 
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